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LEY DE MEDIDAS DE POLITICA TERRITORIAL, SUELO Y URBANISMO 

EL ACUERDO POSIBLE 
EN LA COMUNIDAD DE MADRID 
Hacia una óptica de mayor alcance 

Probablemente los debates sobre el territorio van a ocupar el final de este siglo, e 

incluso se extenderán más allá del año 2000, otorgando al medio físico un valor 

activo y no puramente neutral en las políticas públicas y en el ejercicio de las activi-

dades privadas. Hoy en día se ha superado la visión focalizada del suelo, procuran-

do alcanzar una óptica de mayor alcance, capaz de valorar todos los impactos 

externos que producen las decisiones adoptadas. 
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Este estado de la cuestión, que legislati­
vamente se desarrolló en España a par­
tir de los años ochenta a través de un 

con junto de disposiciones de rango legal y 
reg lam en tario, es protagonizad o por las 
Comu n idades Autónomas que as um en la 
ordenación del territorio y el urbanismo den­
t ro de sus Estarntos de Autonomía. 

Armonía e integración 
del territorio 

La Asamblea de Madrid, en el ejercic io de 
esca competencia, aprobó la Ley de Ordena­
ción del Territorio (Ley 10/1984), hoy expre­
samente derogada por la Ley de Medidas. 

Básicamente, dicha Ley dedica la mayor 
parre de su contenido a la regulación de los 
inst rumenros de ordenación o gobierno del 
terricorio y a la actividad urbanística directa 
y propia de la Comunidad (Tírnlos I a IV). 
Por tanto, la primera afi rmación que habría 
que formular es que la Ley no es una Ley del 
Suelo en la acepción comúnmente admitida. 
Es decir, reguladora del rég imen urbanístico 
de l suelo , d e los instrumencos de planea­
miento y de los sistemas de gestión o accua­
ción urbanística. Su encuadre obedece al con­
cepco de ordenac ión del territorio, e n una 
parce sustancial de su contenido, derogando 
el régimen legal vigente hasta la fecha. 

Este es quizá uno de los valores fundamen­
tales de d icha Ley; intentar defi nir qué es 
exacramenre la ordenación d el t erricor io, 
quién la lleva a cabo y a través de qué tipo de 
ins trumentos, uniendo las dos pi ezas de l 

puzzle, el urbanismo y la ordenación territorial. 
El arrículo 13 establece cuáles son los obje­

tivos de la citada ordenación: 
• La articulación terri torial de la Comuni­

dad interna y con el resco de España. 
• Las determinaciones de ámbito regional 

tendentes a armonizar el desarrollo económi­
co-social con el medio ambienre, la preserva­
ción d e la naturaleza y la protecc ión d el 
patrimonio hi stórico y cultural. 

• La coord inación de la acción rerricorial 
entre codas las Administraciones P(1blicas y 
de sus programas de infraestruccuras, estable­
ciendo las reservas de suelo necesarias. 

Los instrumentos para conseguir tales obje­
ti vos son el P lan R egiona l de Estrateg ia 
Territorial, los Programas de Coordinación 
de Acción Terri torial y los Planes ele Ordena­
ción del Medio Natural y Rural. 

Un instrumento básico 
El Plan R egional es un documento de 

extraordinaria potencia, poseedor ele un con­
tenido que posee triple alcance: 

• Determi nar los conten idos Je los ob jet i­
vos y la estrategia relarivos a la organización 
y estructura del territorio. 

• Ordenar la actividad urbanística directa 
y propia que sea necesaria y precisa para la 
efectividad de dicha estrategia. 

• Recoger las directrices para la armoniza­
ción y comparibili zación del p laneamienco 
municipal y los planes, r rogramas y acciones 
sectoriales con incidencia t.:rricorial. 

El desarrollo de este contenido, recogido 



en el arcículo 16, se reali za definiendo el con­
cepco ele ordenación del territorio como "sis­
temas ele ámbito o función regional o supra­
municipales y, en general, ele los estructuran­
tes del terricor io", abarcando los espac ios 
naturales y rurales que deben ser preservados 
del proceso de urbanización , el esquema de 
movi lidad , la polícica regional para la vivien­
da, las infraestructuras regionales básicas, las 
do taciones, equipam ientos y serv icios, as í 
como los conju ntos ele interés arquitectónico 
y cultural que estén sujecos a protección. 

Asimismo, es necesar io insis ti r en q ue, 
mecodológicamente, el Plan Reg ional es e l 
instrumento básico de ordenación del terrico­
rio, y, por ram o, su contenido se encuentra 
delimitado por los conceptos "ámbiro o fun ­
ción regional o supramunicipales", ele los que 
deriva "la acriviclacl urbanística d irecta y pro­
pia de la Comunidad de Madrid". 

El elemento que otorga, junto con su conte­
nido, fuerza al Plan Reg ional ele Estrategia 
Territorial se encuentra en el proced imiento 
establecido para su aprobación. El t rabajo rea­
lizado por la ponencia ha mejorado sustancial­
mente la redacción del Proyecco de Ley. En 
es t e sent ido, un a parce del Pl an t endrá el 
carácter formal ele Ley, siendo, consecuente­
mente, la Asamblea ele Madrid el órgano com­
petente para ejecutar su aprobación, que, por 
otra parre, conocerá y debatirá, previamente, 
el Documento ele Bases. 

El carácter legal que se otorga a las cleter­
m i nac iones básicas o esenc ial es y a las ele 
ordenación sustantiva de ap licación di recta 
refuerza su legi t imidad . Al mismo tiempo, las 
restantes determinaciones, clasificadas como 
normas, d irectrices o recomendaciones, asegu­
ran la suficiente flexibilidad, fijando el grado 
de vi nculación que implican para los planes 
de las disrincas Administraciones y la adapta­
ción que de éstas demanden. 

Debe destacarse que el Plan comprenderá la 
localización, los objetivos y el contenido urba­
nístico básico ele las zonas de Interés Regio­
nal, figura que había producido una inicia l 
preocupación por su posible incidencia en el 
planeamiento municipal. 

El punto de equilibrio 
Lograr el punto de equilibrio entre la orde­

nación del cerricorio, la actividad urbaníst ica 
necesaria para su ejecución y el planeamiento 
muni cipal era, si n d uda alg una, una de las 
grandes sombras que sobrevolaron los distin­
tos anreproyeccos elaborados. 

El trabajo legislativo ha logrado corregir 
una serie de excesos e indeterminaciones con­
tenidos en el Proyecco y evitar los puntos de 
conflicto o rozam iento, con el bien encendido 
criterio de que la Ley de Medidas de Política 
Terrirorial, Suelo y Urbanismo fija diversos 
lími tes y remedios, pero en cambio no precie-
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termina la acción polít ica que los responsables 
del rema puedan ejecurar. 

Entre los remedios para evitar conflictos, 
posee un especial traramienco la Comisión de 
Concertación de la Acción Terri rorial. Se trata 
de un auténcico órgano arbitral que si se utili­
za ad ecuadamente, con rigor y sin ningún 
ripo de desmesura, puede ser un instrumenta 
que vaya creando jurisprudencia en las rela­
ciones Comunidad Autónoma de Mad rid ­
Ayuncamiento y de éscos entre sí. 

Por otra parte, la emisión de dictámenes 
por la Comisión deja siempre a salvo la auro­
nomía y competencias de las Administracio­
nes en ella representadas, pero su intervención 
vinculará la realización de los Proyectos de 
Alcance Regional referidos a infraestructuras, 
obras, construcciones o instalaciones para el 
desarrollo ele acti vidades económicas. La com­
posición de esca Comisión de Concertación de 
la Acción Terr ico r ial , par itar ia entre los 
Municipios y los representantes de la Asam­
blea, ororga la máxima representación a este 
órgano deliberante y consul tivo y cuya fuerza 
derivará, en gran medida, de la que le propor­
cionen sus miembros con la justicia y rigor ele 
sus informes y dictámenes. 

El título V ele la Ley se ded ica al p lanea­
miento urba nísr ico, au n cuando realmente 
sólo el artículo 43 se refiere al contenido del 
planeamiento, pues el resto se dedica a regu­
la r el régimen competencia! que corresponde 
a la Comunidad y a los Ayuntamientos. 

La Ley de Medidas de Pol ítica Terrirorial , 
Suelo y Urbanismo facu lta a los Planes Gene-

rales y Normas subsid iarias para incluir en 
áreas de reparto en suelo urbano los terrenos 
des tinados a sistemas generales adsc ricos o 
incluidos en él, con lo que se pretende facili ­
tar su adquis ición . Además, el artículo 43 
permite referir el cálculo del aprovecham iento 
lucrativo a áreas de reparto en suelo urbano, a 
índ ices de ecli fícabi liclacl o a la aplicación de 
concretas condiciones edificatorias para cada 
una ele las zonas. Quizá se ha perdido la opor­
tunidad ele flexibilizar el planeamiento, intro­
duciendo figuras más sencillas y adaptadas a 
las distintas realidades municipales. La preo­
cupación del Proyecto se encontraba más cen­
trada en la distribución ele diversas competen­
cias, sin que en esre aparcado prosperase la 
facultad de aprobar sus Planes Municipales en 
el marco del Plan Regional. 

La apuesta por la 
rehabilitación urbana 

El resto del contenido de esca Ley ele Medi­
das ele Polícica Territorial, Suelo y Urbanis­
mo, régimen urbanístico del suelo no urbani­
zable y urbanizable no programado (Título 
VI), gestión urbanística (Título VII), expro­
p iación forzosa (Título VIII ), in tervención 
pública en el mercado (Título IX) y medidas 
para el incremento de la eficacia administrat i­
va (Título X), presenta rambién algunas nove­
dades que son de gran interés con relación al 
régi men estatal vigente. 

Por otra parce, cabe destacar t ambién la 
apuesta por la rehabilitación, con el comp ro­
miso de la Comunidad Autónoma de Madrid 
de asignar anualmente al menos el 1 % de su 
presupuesto a efectuar inversiones en aquellas 
operaciones concebidas para la rehabilitación 
de áreas urbanas catalogadas como degradadas 
en el terrirorio madrileño. 

Final mente, la correcta regulación de los 
convenios urbanísticos, así como las mee! idas 
para ag i 1 izar la efi cacia aclminiscrariva con 
una regulación del silencio posi t ivo coherente 
con la Ley 30/ 1992, deben servir, de forma 
adecuada, para aporrar transparencia y agili­
dad al sistema urbanístico. 

LA ULTIMA REFLEXION 

Esta Ley de Medidas de Polít ica 

Territ o r ial , Suelo y Urbanismo 

apuesta por mejorar la seguridad 

jurídica en las relaciones entre las 
Administraciones y los ciudadanos , y 

pued e ser u n buen camino para 
lograr una convivencia razonable en 

el e j ercicio de las compet e n cias 
de los distintos poderes públicos . N o 

obstante , algunas cuest iones han 

quedado fuera de la cit ada Ley, pero 

en cualquier caso, sup onen un 
avan ce y una ap uesta por un 

concepto armónico e integrado del 
t e r ritorio m ad rileño ; 

que recibimos en herencia de las 
generacio nes pasadas y que, sin 

duda, est amos obligados a preservar 
y mejorar para las generaciones 

f u t uras , entendiéndolo como 

un espacio de convivencia y 

desarrollo e q uil ibrado. 
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